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Resumen: el acceso a la justicia debe entenderse como un  
elemento indispensable del Estado constitucional y democráti
co de derecho. En la primera parte se explica la noción de Esta
do de derecho que se adopta en el trabajo. En la segunda, se 
define el concepto de acceso a la justicia, explicando sus dis-
tintos componentes, su carácter de principio y derecho funda-
mental, su conexión con el principio fundamental de la igualdad 
y otros principios y normas constitucionales y los obstáculos 
que enfrenta su realización. Se ofrecen algunas sugerencias so-
bre las  medidas que un Estado constitucional y democrático de 
derecho debe prohijar para hacer efectivo el acceso a la justicia 
como principio y derecho fundamental y como condición obje-
tiva para la materialización de los propósitos y aspiraciones que 
el Estado de derecho procura promover.

Abstract: the notion of access to justice must be understood 
as an indispensable component of the rule of law in its cons-
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titutional and democratic version. The first part discusses the 
conception of the rule of law adopted in the paper. The second 
part explains the idea of access to justice, its main elements, its  
character both as a basic principle and a fundamental right,  
its connection to the principle of equality and other funda-
mental constitutional principles and norms, and the obstacles 
it faces in the process of its implementation. The paper offers 
suggestions about the measures that a constitutional and de-
mocratic system based on the rule of law should adopt to make 
effective the ideal of access to justice as a basic principle and a 
fundamental right as well as a set of objective conditions neces-
sary for the realization of the purposes and aspirations that the 
rule of law seeks to promote.
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I. Introducción

El propósito de esta ponencia es exponer el sentido en que 
afirmamos que el acceso a la justicia debe entenderse como un  
elemento indispensable del Estado constitucional y democráti
co de derecho. En la primera parte se explica la noción de Es-
tado de derecho que se adopta en el trabajo. En la segunda, se 
define el concepto de acceso a la justicia, explicando sus dis-
tintos componentes, su carácter de principio y derecho funda-
mental, su conexión con el principio fundamental de la igualdad 
y otros principios y normas constitucionales y los obstáculos 
que enfrenta su realización. Se ofrecen algunas sugerencias so-
bre las medidas que un Estado constitucional y democrático de 
derecho debe prohijar para hacer efectivo el acceso a la justicia 

| 312 

Efrén Rivera Ramos



como principio y derecho fundamental y como condición obje-
tiva para la materialización de los objetivos y aspiraciones que el 
Estado de derecho procura promover.

II. El Estado constitucional  
y democrático de derecho

En su sentido más simple la noción del Estado de derecho expre-
sa la aspiración de que el Estado y la sociedad estén sometidas 
al derecho. Desde sus formulaciones más tempranas, su objeti-
vo principal ha sido evitar la arbitrariedad del ejercicio del po-
der político, procurando que el Estado y los gobernantes actúen 
conforme a normas adoptadas legítimamente para gobernar a la 
población sobre la que ejercen el poder político. Con el tiem-
po esta idea básica se ha nutrido de nuevos significados que han 
ido superando las versiones minimalistas originales hasta llegar 
a configurar caracterizaciones más densas que suelen incluir una 
multiplicidad de elementos.1 Piénsese nada más en que la Orga-
nización de las Naciones Unidas ha desarrollado un índice del 
Estado de derecho que contiene 135 indicadores específicos para 
evaluar el grado en que los Estados satisfacen los requerimientos 
del ideal del Estado de derecho en la actualidad.2

Esta ponencia abraza una variante de la visión densa del Es-
tado de derecho que propone al menos seis variables indispen-
sables que todo estado de derecho contemporáneo debe incor-
porar. Son estas: la sujeción a la constitución, la observación del 
principio democrático, el respeto a los derechos fundamentales, 
la adhesión a una concepción plural e inclusiva de la igualdad, la 
existencia de tribunales y otros mecanismos efectivos de garan-
tía institucional de los derechos y el acceso a la justicia. Luego 
de una referencia sucinta a las primeras cinco, concentraré mi 
análisis en la sexta variable: el acceso a la justicia en su triple 

1	 Rivera Ramos, Efrén, “El Estado de derecho: aproximación al concepto”, 
Revista Jurídica de la Universidad de Puerto Rico, vol. 81, núm. 4, San Juan, 
2012, pp. 1113-1127.

2	 The United Nations, Rule of Law Indicators: Implementation Guide and Pro-
ject Tools, Nueva York, ONU, 2011.
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dimensión, como principio básico, como derecho fundamental y 
como condición material para la realización más plena del Estado 
constitucional y democrático de derecho.

La sujeción a la constitución.  Durante el siglo xix el Estado 
liberal de derecho en el mundo europeo se concebía como un 
Estado legislativo de derecho, es decir, un Estado sujeto a la su-
premacía de los parlamentos. Pero la eventual transformación de 
las constituciones en lo que Ferrajoli llama constituciones rígi-
das “es decir, constituciones consideradas leyes fundamentales 
que hay que obedecer” modificó aquel entendido añadiéndole un 
componente crucial:  el Estado de derecho habría de ser Estado 
constitucional de derecho.3 En esta concepción toda la norma-
tiva producida por el Estado habría de estar subordinada a los 
grandes principios y las normas establecidas en el documento 
constitucional.

La observación del principio democrático. Pero tener una Cons-
titución no es suficiente. Ha de ser una Constitución adoptada 
democráticamente. Aquí, sin embargo, la democracia no se con-
cibe como un mero ejercicio de contar cabezas (o votos), sino 
como un proceso de toma de decisiones colectivas que trans
curre en determinadas condiciones que incluyen la participación 
efectiva de todos los sectores de la sociedad afectados por esas 
determinaciones, sin distorsiones discursivas o materiales,4 y cu-
yos contenidos sustanciales promueven los valores y principios 
fundamentales contenidos explícita o implícitamente en la Cons-
titución.  

El respeto a los derechos fundamentales. Más aún, habrá Estado 
constitucional y democrático de derecho en la medida en que las 
decisiones tomadas y las condiciones generadas garanticen for-
mal y materialmente el ejercicio de los derechos fundamentales, 
ya sea que se conciban como derechos positivados en la Constitu-
ción, derechos humanos reconocidos por la comunidad interna-
cional o simplemente derechos que se tienen por el mero hecho 

3	 Ferrajoli, Luigi, “El paradigma de la democracia constitucional”, Poderes 
salvajes: la crisis de la democracia constitucional, 2011, pp. 27-42.

4	 Habermas, Jurgen, Facticidad y validez, trad. de Manuel Jiménez Redondo, 
4a. ed. revisada, Madrid, Trotta, 1998.
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de ser seres humanos.5 Esta ponencia es partidaria también de  
la idea de que los derechos fundamentales incluyen no solo los 
derechos civiles y políticos, sino también los derechos sociales 
económicos y culturales, y no solo derechos individuales, sino 
derechos colectivos como el derecho a la autodeterminación, al 
desarrollo, a un ambiente sano, a la identidad nacional, étnica y 
lingüística y otros de reciente reconocimiento.

La adhesión a una concepción plural e inclusiva de la igualdad. 
El Estado constitucional y democrático de derecho contemporá-
neo debe por fuerza superar la concepción formal de la igualdad 
y honrar nociones plurales que se hagan cargo de la existencia 
de diferencias importantes en el seno de las sociedades. Esa vi-
sión multidimensional de la igualdad reconoce que no todas las 
desigualdades son iguales, que el trato formalmente igualitario 
puede redundar en discrímenes diversos y que muchas veces se 
requerirá una intervención positiva del Estado para compensar 
desigualdades históricas basadas en la raza, la etnia, el género, la 
edad, la condición social, la diversidad funcional, la extranjería 
y otros factores que han tendido a crear marginaciones y exclu-
siones basadas en prejuicios y estereotipos sociales y culturales.6

La existencia de tribunales y otros mecanismos efectivos de ga-
rantía institucional de los derechos. La mera proclamación o re-
conocimiento de derechos, aunque importante, no es suficien-
te para que las personas los disfruten efectivamente. Se deben 
proveer mecanismos efectivos que los garanticen. Estos pueden 
ser de diversa índole y estructurarse de forma cónsona con las 
variadas tradiciones jurídicas, políticas y culturales propias de 
cada sociedad o país. Pero, sobre todo, deben ser funcionales y 
eficaces. Entre esos instrumentos se destacan los tribunales. Es-
tos deben ser independientes, operados por jueces y juezas com-
petentes, íntegros, responsables y comprometidos con garantizar 
a quienes acuden a ellos en busca de remedios una oportunidad 
equitativa de que sus reclamos serán adjudicados conforme al 
derecho y a la justicia y no con arreglo a motivaciones como el 

5	 Rivera Ramos, “El Estado de derecho...”, cit., p. 1121.
6	 Véase Rivera Ramos, Efrén, “La igualdad: una visión plural,” Revista Jurídi-

ca de la Universidad de Puerto Rico, vol. 69, San Juan, 2000, núm. 1, pp. 1-28.
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partidismo político, el sectarismo religioso, los intereses eco-
nómicos o el amiguismo o respondiendo a condicionamientos 
ilegítimos como el sexismo, el racismo, los prejuicios de clase 
y otros similares. De lo contrario, a la arbitrariedad legislativa y 
ejecutiva, se le estaría añadiendo la probabilidad de la arbitrarie-
dad judicial. De ahí la importancia para el Estado constitucional 
y democrático de derecho del proceso de selección de los funcio-
narios judiciales.7

El tema de la judicatura plantea el de la interpretación cons-
titucional y, nuevamente, el de la independencia judicial. Como 
ya he dicho en otra ocasión, “de nada vale haber sujeto la ley y el 
comportamiento del Ejecutivo a la Constitución si la interpreta-
ción de esta se hace siempre con el efecto de validar los actos del 
Ejecutivo y el Legislativo, por más arbitrarios que sean o alejados 
que estén de la intención protectora de la ley fundamental. La 
consecuencia será revestir la arbitrariedad de legalidad”.8

El acceso a la justicia tiene conexión con los cinco elementos 
del Estado constitucional y democrático de derecho expuestos 
arriba. Pero también es en sí mismo un principio y una condi-
ción que deben considerarse partes integrales de esa aspiración. 
Veamos.

III. El acceso a la justicia

En su sentido descriptivo, el término acceso a la justicia alude al 
“conjunto de condiciones que facilitan o dificultan el que deter-
minados grupos, sectores o personas puedan hacer uso equita-
tivo de los mecanismos y procesos establecidos para la preven-
ción de la violación de derechos, la solución de controversias y 
la obtención de remedios legales”.9 Su relación con el Estado de 
derecho es, pues, evidente. 

7	 Véase Rivera Ramos, “El Estado de derecho…,” cit, p. 1123.
8	 Idem.
9	 Rivera Ramos, Efrén, “Las múltiples caras del acceso a la justicia,” Primer 

Congreso de acceso a la justicia: XXII Conferencia Judicial 2 y 3 de mayo de 
2002, San Juan, 2005, p. 8.
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La desprotección de la Constitución y la ley es mucho más pro-
bable si quienes reclaman derechos afirmativamente o los ven 
vulnerados no pueden acceder a los mecanismos establecidos 
para su amparo y remedio, incluidos los tribunales, los orga-
nismos administrativos y las instancias dedicadas a la solución 
alternativa de conflictos, así como a la representación legal ade-
cuada y a los recursos necesarios para promover tales reclamos 
[…]. Asegurar el acceso a la justicia de los más desventajados 
y vulnerables es tarea imprescindible si se quiere fortalecer el 
estado de derecho.10

El concepto tiene también un sentido normativo. Puede vi-
sualizarse primero como un principio: aquel que afirma que toda 
persona en un Estado constitucional y democrático de derecho 
debe tener acceso a los mecanismos establecidos para vindicar un 
derecho y para reclamar remedios a los daños que les son infli-
gidos por el Estado o por los particulares. Además, puede enten-
derse como un derecho: aquel que posee toda persona para recla-
mar acceso a esos mismos mecanismos sin trabas u obstáculos 
innecesarios. En estas dos acepciones, el acceso a la justicia se 
convierte en criterio de adjudicación, es decir, en fundamento de  
determinadas decisiones judiciales y administrativas a la hora  
de resolver ciertas controversias y planteamientos. La eficacia 
tanto del principio como del derecho depende de las condiciones 
que se creen para que ese acceso fluya sin dificultades estructu-
rales o de otra índole. De ahí que exista una relación estrecha en-
tre el sentido descriptivo y los sentidos valorativos (como prin-
cipio y como derecho) de la noción del acceso a la justicia. Por 
otro lado, bien que se entienda como principio o como derecho, 
el acceso a la justicia requiere acciones positivas del Estado para 
crear el conjunto de condiciones que hacen el acceso posible.

¿Qué conexión hay entre el acceso a la justicia y los restantes 
elementos que conforman el carácter denso del Estado de dere-
cho que hemos descrito?

Primero, su raíz constitucional. El acceso a la justicia puede 
entenderse como un principio o derecho auxiliar de los demás de-
rechos garantizados en la constitución. En ese sentido, tendría un 

10	 Rivera Ramos, “El Estado de derecho…,” cit., pp. 1124-1125.
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carácter instrumental. Es necesario para hacer efectivos los de-
rechos constitucionales. También puede considerársele como un  
derecho derivado de otros derechos constitucionales, como  
el derecho al debido proceso de ley o a la igual protección de las 
leyes en algunas tradiciones constitucionales o del derecho a la 
tutela en otras. Por ejemplo, estar sujeto a determinaciones judi-
ciales o administrativas sin la debida asistencia de abogado o abo-
gada, lo que sería indicio de una falta sustancial de acceso a la jus-
ticia, podría pensarse como una violación del debido proceso de  
ley. O la falta de acceso por carencia de recursos económicos de-
bería considerarse una vulneración del principio de la igualdad 
constitucional o del derecho a la igual protección de las leyes. 
Finalmente, el derecho de acceso a la justicia puede reputarse 
como derecho independiente, bien porque esté consignado ex-
presamente o se le considere implícito en el texto constitucional 
o porque se le interprete como corolario de la estructura cons-
titucional adoptada. En una constitución rígida, es decir, tenida 
como ley que debe cumplirse, esta conexión con el contenido 
expreso o implícito del texto fundamental significa que el acceso 
a la justicia ha de considerarse parte del armazón de principios y 
derechos que definen el régimen constitucional vigente.

Los mismos razonamientos pueden aplicarse a la relación del 
derecho de acceso a la justicia con los derechos fundamentales. 
Puede tratársele de forma instrumental para la eficacia de esos 
derechos o como derecho fundamental en sí mismo.

El acceso a la justicia tiene también relación con el principio 
democrático entendido de forma amplia. Si concebimos la demo-
cracia en su sentido más básico, a lo Kant, como el conjunto de 
principios y procesos que permiten que los destinatarios de las 
normas sean también sus creadores,11 entonces sería inescapable 
afirmar que el acceso a la justicia es un requerimiento democrá-
tico, en la medida en que facilita que todas las personas gocen de 
un derecho real a participar en determinadas decisiones estatales 
que les afecten, incluidas las tomadas por las autoridades judicia-
les y administrativas.

11	 Véase Kant, Immanuel, Fundamentación de la metafísica de las costumbres, 
trad. de Manuel García Morente, Buenos Aires, Espasa-Calpe, 1994. Véase 
también Habermas, Jurgen, op. cit.
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Como se ha sugerido arriba, el principio, el derecho y el con-
junto de condiciones que subsumimos en la categoría acceso a la 
justicia son elementos indispensables del principio de igualdad. 
Pero de la igualdad concebida como igualdad sustancial, como 
acercamiento normativo que se hace cargo de las diferencias o 
como trato equitativo. Ello conecta con otro componente del Es-
tado constitucional y democrático de derecho: la existencia de 
mecanismos eficaces para hacer efectivos los derechos. Quien 
carece de recursos o enfrenta impedimentos de otro tipo para 
acceder a esos instrumentos institucionales no está en condicio-
nes de igualdad con otras personas que sí tienen acceso. De ahí 
que no podamos hablar de igualdad real en ausencia de las condi-
ciones que hacen posible el acceso a la justicia.

¿Y cuáles son los obstáculos o barreras al verdadero acceso a 
la justicia? Me limitaré a señalarlos sin mucha discusión.12

Hay obstáculos que tienen que ver con aspectos económicos. 
Entre ellos hay que nombrar la falta de recursos para proveer 
asistencia letrada a las partes involucradas en los pleitos y el alto 
costo del litigio en algunos lugares. Otros se refieren a la forma 
en que están estructurados los órganos judiciales y los organis-
mos administrativos. Las reglas procesales muchas veces resultan 
complicadas, contradictorias y demasiado burocráticas. La cali-
dad de los operadores judiciales puede dejar mucho que desear. 
La falta de independencia judicial suele conducir a decisiones 
parcializadas e injustas. Los sesgos actitudinales de los operado-
res de la justicia basados en prejuicios y estereotipos de clase, 
género, raza, condición socio-económica y otras impiden que se 
imparta justicia con equidad y respeto por los derechos funda-
mentales de todas las personas. La incompetencia y la corrup-
ción tienen efectos perjudiciales para la sociedad en su conjunto 
y para personas particulares involucradas en los procesos judicia-
les y administrativos.  Las normas de justiciabilidad pueden ce-
rrar injustamente las puertas del tribunal a numerosas personas y 

12	 Este breve resumen se nutre de los hallazgos del Primer Congreso de Ac-
ceso a la Justicia celebrado en San Juan, Puerto Rico, el 2 y 3 de mayo de 
2002. Véase Primer Congreso de Acceso a la Justicia y XXII Conferencia Judi-
cial, San Juan, 2005. También de la ponencia de apertura del Congreso por 
Rivera Ramos, Las múltiples caras�, cit, pp. 8-14.
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grupos. Determinadas normas de derecho sustantivo perpetúan 
las condiciones de marginación y subordinación de ciertos co-
lectivos. La falta de conocimiento de los operarios y operarias 
sobre las condiciones reales de vida de las personas que acuden 
a ellos a buscar remedios hacen que la experiencia de acudir a un 
tribunal o a un organismo administrativo conduzca más a un ale-
jamiento que a un acercamiento al sistema de derechos que nos 
hemos inventado. En otras palabras, el problema del acceso a la 
justicia no es solo un asunto de falta de recursos. Involucra tam-
bién estructuras, prácticas, actitudes y hábitos que se reproducen 
constantemente y que distorsionan el principio, el derecho y las 
condiciones necesarias para que todas las personas sientan que 
tienen una verdadera oportunidad de obtener justicia.

Dicho todo lo anterior, sin embargo, tengo que concluir afir-
mando que los primeros y mayores obstáculos al acceso a la jus-
ticia sobrepasan el ámbito del poder judicial y los poderes admi-
nistrativos. Si las tasas de pobreza no fueran tan altas en nuestros 
países, no habría tanta necesidad de pensar en programas y pro-
yectos para ofrecer servicios legales gratuitos y otros apoyos a las 
personas empobrecidas. Si protegiéramos y conserváramos más el 
planeta, habría menos necesidad de costosos pleitos ambientales. 
Si se superara la cultura de la violencia, serían menos necesarias 
las medidas legales para proteger a las posibles, pero improbables, 
víctimas de todo tipo de violencia, la del Estado, la de las gangas 
asociadas al narcotráfico y la cada vez más presente violencia de 
género. Si se desterrara la corrupción, habría más recursos para 
destinarlos a la generación de las condiciones requeridas para que 
haya acceso a la justicia para todas y todos. Finalmente, la gene-
ración de una cultura respetuosa de los derechos humanos debe  
hacer menos necesario acudir a los tribunales, nacionales e in-
ternacionales, para solicitar remedios a la violación de esos dere-
chos.13

13	 Rivera Ramos, “Las múltiples caras…”, cit., p.16.
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IV. Conclusión

En atención a estas realidades, hay que concluir que el fortale-
cimiento del acceso a la justicia en un Estado constitucional y 
democrático de derecho debe contemplar, al menos, medidas 
como las siguientes: i) asignar más y mejores recursos a la repre-
sentación legal gratuita de las personas sin recursos suficientes; 
ii) capacitar a los funcionarios, especialmente los jueces y juezas, 
para atender las necesidades particulares de las personas perte-
necientes a los grupos que viven en situaciones de vulnerabilidad 
y precariedad; iii) revisar las reglas de procedimiento judicial y 
administrativo para que resulten más amigables para las personas 
litigantes y sus representantes legales; iv) reestructurar los pro-
cesos judiciales y administrativos para que sean más accesibles 
y menos costosos, y v) convertir el acceso a la justicia en tema 
obligado en la docencia, la investigación, los planes de trabajo 
gubernamentales y el desarrollo de políticas públicas. Pero debo 
insistir en que, en última instancia, la mejor estrategia para hacer 
posible el acceso a la justicia será echar a andar transformacio-
nes sociales y políticas que reduzcan sustancialmente la pobreza 
y la desigualdad, protejan el ambiente y los recursos naturales, 
estructuren procesos de toma de decisiones más inclusivos y 
equitativos y afiancen una cultura realmente respetuosa de los 
derechos humanos. Solo así podremos afirmar que nos hemos 
acercado a un Estado de derecho constitucional y democrático 
realizado en su mayoría.
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